El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / DEFECTO PROCEDIMENTAL ABSOLUTO / PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES TOMADAS EN INCIDENTE DE DESACATO / REQUISITOS / NEGAR LA APERTURA DE DICHO INCIDENTE DESCONOCE LAS ETAPAS QUE DEBEN AGOTARSE PARA SU TRÁMITE Y DECISIÓN.
Corresponde a esta Sala establecer si procede la acción de tutela contra el auto por medio del cual el juzgado accionado se abstuvo de dar apertura al incidente de desacato formulado por el actor. De serlo, se determinará si en esa actuación se incurrió en defecto que lesione los derechos del citado señor.

La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. (…)
… la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley…”.
Sobre la procedencia excepcional del amparo frente a decisiones adoptadas en el trámite del incidente de desacato, esa misma corporación dijo:
“(…) En suma, se tiene que la jurisprudencia trazada por esta Corporación sostiene que para enervar mediante acción de tutela la providencia que resuelve un incidente de desacato, es preciso que se reúnan los siguientes requisitos:

“i) La decisión dictada en el trámite de desacato se encuentre ejecutoriada…
ii) Se acrediten los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales…
iii) Los argumentos del promotor de la acción de tutela deben ser consistentes con lo planteado por él en el trámite del incidente de desacato…”
… los incidentes de desacato se componen de las etapas de formulación, traslado, apertura, decreto de pruebas y resolución; las que no pueden ser desatendidas. 

En este caso, de acuerdo con las pruebas recogidas, desconoció la funcionaria accionada esas fases procesales, pues, sin justificación alguna, resolvió no dar inicio al incidente de desacato y archivar las diligencias, con pretermisión de las etapas siguientes a la de la apertura inclusive.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

       Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

       Pereira, noviembre veintidós (22) de dos mil diecinueve (2019) 

       Acta No. 592 del 22 de noviembre de 2019

       Expediente No. 66001-22-13-000-2019-00697-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, instaurada por el señor Mario Lisandro Casanova Eraso contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Juez Octavo Civil Municipal de esta ciudad y los señores Carlos Humberto Jurado Torres, Constanza Henao Robledo, Maritza Orobio Cortés, Gloria Patricia Hincapié Carmona, Jorge Hernando Cardona Sánchez, Luz Elena Quintero Bedoya, Edwin Angulo Rivera, María y Enrique Jurado Hincapié.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:
1.1 Mediante sentencia del 7 de diciembre de 2018 se definió el proceso verbal de restitución del inmueble adelantado en su contra, en el que se le ordenó la entrega del bien que constituía su objeto.  Frente a esa decisión instauró acción de tutela.

1.2 Este Tribunal, en sentencia de segunda instancia, proferida el 17 de julio pasado,  resolvió revocar la de primera sede, dictada por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito y en consecuencia, concedió el amparo invocado, dejó sin efecto el fallo a que se refiere el numeral anterior y ordenó dictar uno nuevo en el que se valoraran íntegramente las pruebas oportunamente aportadas y los argumentos planteados por las partes.

1.3 Aunque el 1º de agosto siguiente el funcionario accionado emitió una nueva sentencia, esta desconoce los parámetros fijados en el fallo de tutela. 
1.4 Por ello, promovió incidente de desacato ante el Juzgado Cuarto Civil del Circuito.

1.5 Mediante providencia del 9 de septiembre pasado, ese despacho judicial resolvió no dar trámite al incidente. Tampoco procedió a desatar lo relativo al cumplimiento del fallo “que era de contera lo que pensé haría para evitar la eventual sanción al señor Juez Octavo Civil Municipal.”
1.6 Formuló otra acción de tutela, esta vez contra la nueva sentencia. El Juzgado Primero Civil del Circuito, al que correspondió en primera instancia el asunto, decidió declarar improcedente el amparo. Además le advirtió sobre la utilización del amparo como mecanismo dilatorio y la interposición de múltiples tutelas.
1.7 Impugnó esa providencia y esta Sala, en fallo del 31 de octubre último confirmó la determinación recurrida, salvo respecto de su ordinal segundo, porque el trámite adecuado para ventilar sus inconformidades era el de verificación del cumplimiento de la sentencia de tutela o el incidente de desacato; además, porque como a eso último acudió, mas como el juzgado se negó a abrirlo, lo que correspondía era cuestionar esa última decisión y no acudir a la tutela para obtener el cumplimiento del mandato judicial.
1.8 En obedecimiento a esa directriz, formula el presente amparo contra la decisión del juzgado accionado de no dar apertura al trámite incidental, que considera no ajustada a derecho e incursa en el defecto sustantivo.
1.9 El amparo es procedente porque tiene relevancia constitucional, no existen otros medios de defensa, se cumple el requisito de la inmediatez, la providencia tiene un efecto determinante y la acción no se promueve contra una tutela.
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso y para protegerlo solicita se ordene: a) dejar sin efectos el auto del 9 de septiembre pasado proferido por el juzgado accionado; b) dar apertura al trámite de cumplimiento y al incidente de desacato y c) revocar la sentencia sustitutoria dictada por el Juzgado Octavo Civil Municipal el 1º de agosto de este año, en atención a las facultades atribuidas al juez de tutela.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 7 de noviembre último se admitió la demanda y se ordenó vincular al Juez Octavo Civil Municipal de esta ciudad y a los señores Carlos Humberto Jurado Torres, Constanza Henao Robledo, Maritza Orobio Cortés, Gloria Patricia Hincapié Carmona, Jorge Hernando Cardona Sánchez, Luz Elena Quintero Bedoya, Edwin Angulo Rivera, María y Enrique Jurado Hincapié.
2. En el curso de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La titular del juzgado demandado manifestó que si lo que pretende el actor es dejar sin efectos las decisiones “suficientemente debatidas desde febrero de 2018”, el amparo resulta improcedente al incumplir el presupuesto de la inmediatez. Tampoco se satisface el de la subsidiariedad, como quiera que no se ha demostrado la concurrencia de un perjuicio irremediable. De otro lado señaló que no es cierto que el Juzgado Octavo Civil Municipal haya incumplido el fallo de tutela. Agregó que la actuación en el incidente fue adelantada de conformidad con las normas que regulan la materia y la decisión que adoptó no puede ser calificada de arbitraria.
2.2 La señora Maritza Orobio Cortés coadyuvó la solicitud constitucional. Alegó que en el proceso verbal de restitución de inmueble arrendado no se tuvo en cuenta la destinación comercial del bien y que el Juez Octavo Civil Municipal de niega a valorar íntegramente las pruebas aportadas en la contestación de la demanda. 
2.3 El Juez Octavo Civil Municipal de esta ciudad informó que en acatamiento a lo ordenado por esta Sala, el pasado 1º de agosto, profirió una nueva sentencia; sin embargo, el accionante, al considerar que esa decisión incumple los lineamientos establecidos por esta corporación, inició el incidente de desacato, mas el Juzgado Cuarto Civil del Circuito no le dio trámite con sustento en que el citado fallo sí obedece esos parámetros. 
3. Los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala establecer si procede la acción de tutela contra el auto por medio del cual el juzgado accionado se abstuvo de dar apertura al incidente de desacato formulado por el actor. De serlo, se determinará si en esa actuación se incurrió en defecto que lesione los derechos del citado señor.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:
“(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

Sobre la procedencia excepcional del amparo frente a decisiones adoptadas en el trámite del incidente de desacato, esa misma corporación dijo:
“Ahora bien: tratándose de solicitudes de amparo en contra decisiones proferidas en el trámite de un incidente de desacato, el análisis parte del reconocimiento de que el legislador no previó otros medios de impugnación destinados a controvertir lo decidido por el juez de conocimiento, en relación con la conducta desplegada por el obligado por el fallo de tutela para la satisfacción de las órdenes allí impartidas. En ese sentido, esta Corte ha recalcado que el auto que pone fin al incidente de desacato no es susceptible de apelación
–recurso que en nuestro ordenamiento es numerus clausus–. Sin embargo, en caso de que la decisión consista en sancionar al conminado, forzosamente el superior funcional del juez evaluará en grado jurisdiccional de consulta la determinación adoptada por el a quo y, si no existe reparo alguno, aquella quedará en firme
… 

En otras palabras, este Tribunal ha puesto de relieve que las acciones de tutela que se presentan en estos eventos no pueden cuestionar los juicios y valoraciones en los que se basó la sentencia de tutela que sirvió como parámetro para decidir el incidente de desacato o la solicitud de cumplimiento, en la medida en que ello ha hecho tránsito a cosa juzgada
. Por ello, al momento de evaluar si se estructuró una violación iusfundamental con ocasión de un incidente de desacato, el juez debe proceder a verificar si la decisión que puso fin al trámite incidental estuvo precedida de todas las garantías procesales y si su contenido se ajustó, o no, a lo ordenado en la sentencia de tutela inicial, para pasar a determinar si se configuran los supuestos de procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial… 

En suma, se tiene que la jurisprudencia trazada por esta Corporación sostiene que para enervar mediante acción de tutela la providencia que resuelve un incidente de desacato, es preciso que se reúnan los siguientes requisitos:

i) La decisión dictada en el trámite de desacato se encuentre ejecutoriada; es decir que la acción de tutela es improcedente si se interpone antes de finalizado el trámite –incluido el grado jurisdiccional de consulta, si es del caso–.

ii) Se acrediten los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales y se sustente, por lo menos, la configuración una de las causales específicas (defectos).

iii) Los argumentos del promotor de la acción de tutela deben ser consistentes con lo planteado por él en el trámite del incidente de desacato, de manera que a) no debe traer a colación alegaciones nuevas, que dejó de expresar en el incidente de desacato, y b) no puede solicitar nuevas pruebas que no fueron pedidas en un principio dentro del desacato y que el juez no tenía que practicar de oficio.” 

4. Las pruebas documentales incorporadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

4.1 Por sentencia del 7 de diciembre de 2018, el Juzgado Octavo Civil Municipal de esta ciudad declaró la existencia del contrato de arrendamiento de inmueble celebrado entre los señores Carlos Humberto Jurado Torres y Mario Lisandro Casanova Eraso y condenó a este último a restituir el bien
.

4.2 Mediante sentencia de tutela del 17 de julio pasado, esta Sala revocó el fallo proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, concedió el amparo invocado por el aquí demandante, dejó sin efectos aquel fallo y ordenó al Juez Octavo Civil Municipal dictar uno nuevo en el que valorara íntegramente las pruebas oportunamente aportadas y los argumentos planteados por los contendientes
.

4.3 El 1º de agosto pasado, el Juez Octavo Civil Municipal profirió la sentencia sustitutiva ordenada
.  

4.4 En escrito presentado el 14 del citado mes, el accionante promovió, ante el Juzgado Cuarto Civil del Circuito, incidente de desacato contra aquel despacho y solicitó hacer cumplir el fallo de tutela, básicamente porque en la nueva sentencia proferida omitió valorar de forma íntegra las pruebas aportadas
.  

4.5 En auto del 20 siguiente la juez accionada requirió a aquel funcionario para que se pronunciara sobre el incumplimiento que se le atribuye
.
4.6 Ese requerimiento fue atendido oportunamente por medio de escrito en el que se solicitó no dar apertura al trámite incidental
.

4.7 Por auto del 9 de septiembre último la funcionaria accionada, sin actuación adicional alguna, decidió no dar apertura al incidente de desacato y archivar las diligencias, al considerar que el mencionado fallo cumple los parámetros fijados por esta Sala “toda vez que se analizaron todas las pruebas legal y oportunamente allegadas al expediente”
.  

5. En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) contra la decisión que pone fin al incidente de desacato no procede recurso alguno, de conformidad con el precedente jurisprudencial transcrito; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez, ya que esa determinación se adoptó hace menos de tres meses; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.

También aquellos que la jurisprudencia ha adicionado para los casos de providencias dictadas en el marco de incidentes de desacato, pues la decisión en que encuentra el accionante vulnerados sus derechos ya cobró ejecutoria, es decir que ese trámite incidental ya se encuentra culminado, y los alegatos expuestos por el actor no difieren de aquellos que expuso en el escrito por medio del cual informó sobre el supuesto incumplimiento del fallo de tutela.
6. La Corte Constitucional en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:

“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso. Sobre el particular, la Corte ha insistido en que el defecto procedimental se acredita cuando “…el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental….”

7. Considera la Sala que como medio para proteger el derecho a un debido proceso, la acción de tutela está llamada a prosperar respecto del auto que puso fin al incidente de desacato.
En efecto, dice el artículo 129 del Código General del Proceso, en lo pertinente:

“Quien promueva un incidente deberá expresar lo que pide, los hechos en que se funda y las pruebas que pretenda hacer valer.

Las partes solo podrán promover incidentes en audiencia, salvo cuando se haya proferido sentencia. Del incidente promovido por una parte se correrá traslado a la otra para que se pronuncie y en seguida se decretarán y practicarán las pruebas necesarias. 

En los casos en que el incidente puede promoverse fuera de audiencia, del escrito se correrá traslado por tres (3) días, vencidos los cuales el juez convocará a audiencia mediante auto en el que decretará las pruebas pedidas por las partes y las que de oficio considere pertinentes.

Los incidentes no suspenden el curso del proceso y serán resueltos en la sentencia, salvo disposición legal en contrario.” 

Respecto del trámite adecuado que se debe surtir en incidentes de desacato, recientemente la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia expresó:
“Sin embargo, también se ha establecido, que de manera excepcional es procedente este mecanismo, cuando en la tramitación se ha desconocido flagrantemente la garantía constitucional al debido proceso de los intervinientes. Según se ha dicho, «[...] en el evento en que durante el curso del incidente se advierta desconocimiento del derecho al debido proceso y como consecuencia de ello se constituya una vía de hecho, es perfectamente admisible que quien considere vulnerado su derecho acuda a la acción de tutela en procura de obtener protección constitucional. Será el juez de tutela, entonces, el que entre a valorar si en el caso concreto se configuran los presupuestos para la procedencia de la acción contra providencias judiciales y si se configura o no una vía de hecho. (...)» (CSJ SC, 8 Feb. 2008, Rad. 2001-00344; 3 Mar. 2010, Rad. 2010-00082; 4 Jul. 2012, Rad. 2012-01297)…
3. En el caso sub judice, a partir del examen de la providencia dictada por el Juzgado Primero Civil del Circuito de la Dorada- Caldas en la que se abstuvo de continuar con el trámite del incidente de desacato interpuesto por el actor contra la Procuraduría Regional Putumayo, se advierte que debe concederse la protección reclamada, toda vez que la citada autoridad realmente transgredió el derecho fundamental al debido proceso y defensa del querellante.

En efecto, el funcionario judicial en el trámite de la acción de tutela «está obligado a velar por el respeto del debido proceso de las partes y los terceros con interés legítimo, en los términos más eficientes posibles, razón por la cual tiene que sujetarse a la forma como el legislador ha indicado se resuelvan las peticiones dentro del mismo y de no existir norma para ello, en todo caso, para salvaguardar los principios esenciales se deben aplicar, en lo pertinente, las reglas establecidas en el Código de Procedimiento Civil». (Corte Constitucional, Auto 229/03.)

De tal manera, el desacato a la orden proferida por el Juez constitucional está consagrado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, siendo su objeto la protección efectiva del derecho fundamental vulnerado o amenazado a través de la sanción. La misma norma prevé que tal situación ha de surtirse mediante trámite incidental, lo que implica tener que acudir a las normas del Código General del Proceso que regulan los incidentes. (…)
4. Bajo las anteriores premisas resulta indubitable que no le era dado al Juzgado Primero Civil del Circuito de la Dorada- Caldas, el 22 de abril de 2019 ordenar el archivo del incidente sin agotar todas sus etapas y desconocer así el procedimiento que viene de anotarse, por el contrario, es su obligación darle el trámite respectivo, más aún cuando es precisamente dentro de dicho rito que deberá verificarse el cumplimiento de la orden de tutela.

En un caso similar, en pretérita oportunidad la Corte estableció:

Así las cosas, es evidente que el funcionario judicial accionado incurrió en defecto procedimental y por ende en la vulneración del debido proceso que se le imputa, porque ninguna norma lo autoriza para decidir de plano como lo hizo, como que el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, es diáfano al señalar que el presunto incumplimiento de una orden proferida con base en dicho Decreto debe ser esclarecido mediante trámite incidental, sin que de ninguna manera pueda ser de recibo el argumento presentado como justificativo de su conducta, conforme al cual "se juzgó este procedimiento a fin de evitar trámites que congestionarían innecesariamente la administración de justicia", porque las normas de procedimiento son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, salvo autorización expresa de la ley.» Art. 6º. del C. de P.C. (CSJ Civil, Fallo de tutela del 27 de marzo de 2000, exp. No.T-8611, reiterado en STC 594-2014 y STC 2229-2014)

5. Inclusive, acorde con lo expuesto, resultaba necesario, antes de la emisión de aquella providencia, que el juzgado de conocimiento, en cumplimiento de la norma en comento, una vez vencido el periodo concedido en el auto de requerimiento previo, procediera a la apertura del trámite incidental, luego de lo cual debía agotar la etapa probatoria y, una vez finalizada aquélla, emitir decisión definitiva a través de la cual estableciera si el material probatorio debidamente aportado a la actuación y, cuya contradicción hubiese sido permitida, daba lugar a concluir el cumplimiento o no de la orden constitucional.

Empero, en lugar de agotar las anteriores etapas, las cuales deben respetarse en garantía del debido proceso, prefirió abstenerse de dar apertura a trámite incidental y, en cambio, decidió archivar las diligencias, impidiendo al incidentante ejercer el derecho de contradicción de los documentos que aportó la Procuraduría Regional Putumayo.
6. Lo anterior deja en evidencia la irregularidad en el trámite del incidente, constitutiva de violación al debido proceso de la accionante, por lo que se impone la necesidad de conceder el amparo reclamado por el actor.”
 (Subrayas fuera del texto original)
Surge de lo anterior que los incidentes de desacato se componen de las etapas de formulación, traslado, apertura, decreto de pruebas y resolución; las que no pueden ser desatendidas. 
En este caso, de acuerdo con las pruebas recogidas, desconoció la funcionaria accionada esas fases procesales, pues, sin justificación alguna, resolvió no dar inicio al incidente de desacato y archivar las diligencias, con pretermisión de las etapas siguientes a la de la apertura inclusive.
De esa manera las cosas, se concluye que se comprometió de manera importante el debido proceso de que es titular el accionante y por ello, se concederá el amparo solicitado. En consecuencia, se dejará sin efecto el proveído dictado el 9 de septiembre de este año y se ordenará a la funcionaria demandada tramitar el incidente de desacato de conformidad con las etapas establecidas en la norma procesal, esto es dar apertura al incidente de desacato, decretar pruebas, proferir la decisión definitiva y dar trámite a la consulta, ante una eventual sanción.
7. Teniendo en cuenta la medida adoptada en esta providencia, la Sala se encuentra relevada de analizar los planteamientos del actor respecto del supuesto incumplimiento del fallo de tutela, toda vez que esa circunstancia será la que precisamente se ventilará en el trámite que en virtud a esta decisión se deberá adelantar.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E :

PRIMERO: Conceder la tutela solicitada por el señor Mario Lisandro Casanova Eraso contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Juez Octavo Civil Municipal de esta ciudad y los señores Carlos Humberto Jurado Torres, Constanza Henao Robledo, Maritza Orobio Cortés, Gloria Patricia Hincapié Carmona, Jorge Hernando Cardona Sánchez, Luz Elena Quintero Bedoya, Edwin Angulo Rivera, María y Enrique Jurado Hincapié.

SEGUNDO: En consecuencia, se deja sin efecto el auto proferido el 9 de septiembre de este año y se ordena a la funcionaria demandada, en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación que se le haga de esta providencia, reanude la actuación incidental y someta la solicitud de desacato que el accionante formuló, al trámite establecido en las normas procesales.
TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
      EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Puntualmente sobre este aspecto, la sentencia C-243 de 1996, M.P.: Vladimiro Naranjo Mesa, estableció: “[L]a correcta interpretación y alcance del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, parcialmente demandado de inexequibilidad, no puede ser otro que el que se deduce de su tenor literal y del sentido natural y obvio de sus palabras: es decir, consagra un trámite incidental especial, que concluye con un auto que nunca es susceptible del recurso de apelación, pero que si dicho auto es sancionatorio, debe ser objeto del grado de jurisdicción llamado consulta, cuyo objeto consiste en que el superior jerárquico revise si está correctamente impuesta la sanción, pero que en sí mismo no se erige como un medio de impugnación. Y ello es así por cuanto el trámite de la acción de tutela es un trámite especial, preferente y sumario que busca la protección inmediata de los derechos fundamentales, lo cual implica una especial relievancia del principio de celeridad.” La improcedencia del recurso de apelación contra la decisión que resuelve un incidente de desacato es también descrita con amplitud en la sentencia T-533 de 2003, M.P.: Alfredo Beltrán Sierra


� Cons. sentencia T-766 de 1998, M.P.: José Gregorio Hernández Galindo


� Sentencia T-482 de 2013 M.P.: Alberto Rojas Ríos


� Sentencia SU034 de 2018, M.P. Alberto Rojas Ríos


� Folios 60 a 63


� Folios 2 a 12


� Folios 63 vuelto a 69


� Folios 2 a 10 del archivo que consta en el disco compacto visible a folio 55 vuelto


� Folio 57 del archivo que consta en el disco compacto visible a folio 55 vuelto


� Folios 61 a 64 del archivo que consta en el disco compacto visible a folio 55 vuelto


� Folios 66 a 69 del archivo que consta en el disco compacto visible a folio 55 vuelto


� Sentencia T-012 de 2016, MP. Luis Ernesto Vargas Silva


� Sentencia de tutela STC9823-2019 del 24 de julio de 2019, M.P. Ariel Salazar Ramírez, radicado No. 17001-22-13-000-2019-00112-01
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